
REVISTA CIENTIFICA INNOVACIÓN INTEGRAL 
ISSN:  3103-1420 
DOI:  https://doi.org/10.70577/3708q075  
 

 

 

Periocidad trimestral, Volumen 3, Numero 3, Años (2026), Pag. 385-414 

 

Recibido: 2026-06-18 

Aceptado: 2026-07-02 

Publicado: 2026-08-11 

  

Citación electrónica en procesos ejecutivos por cobro de pagaré a la 

orden; un análisis del art. 55.1 del COGEP 

 

Electronic summons in executive processes for collection of a 

promissory note payable to order; an analysis of art. 55.1 of the 

COGEP     

 

Autor(s) 

 

Thelman Ernesto Cabrera Vargas1 

Facultad de Derecho 

https://orcid.org/0000-0001-6278-9148 

tcabrera@unibe.edu.ec 

Universidad Iberoamericana del Ecuador  

Quito – Ecuador 

 

Ana Elizabeth Alemán Morán2 

Facultad de Derecho 

https://orcid.org/0009-0000-1552-8877 

anita_elizabeth_am@hotmail.com 

Universidad Iberoamericana del Ecuador  

Quito - Ecuador 

Cristian Andrés Herrera Pantoja3 

 Facultad de Derecho 

https://orcid.org/0009-0001-0887-7742 

cristianherrerapantoja@gmail.com 

Universidad Iberoamericana del Ecuador  

Quito - Ecuador 

 

 

 

 

 

 

 

 

https://doi.org/10.70577/3708q075
https://orcid.org/0000-0001-6278-9148
mailto:tcabrera@unibe.edu.ec
https://orcid.org/0009-0000-1552-8877
mailto:anita_elizabeth_am@hotmail.com
https://orcid.org/0009-0001-0887-7742
mailto:cristianherrerapantoja@gmail.com


REVISTA CIENTIFICA INNOVACIÓN INTEGRAL 
ISSN:  3103-1420 
DOI:  https://doi.org/10.70577/3708q075  
 

 

 

Resumen 

La incorporación de la citación mediante boleta en el domicilio electrónico en el 

ordenamiento jurídico ecuatoriano, a partir de la reforma introducida por el artículo 55.1 

del Código Orgánico General de Procesos, representa un avance en la transformación 

digital de la administración de justicia. No obstante, su aplicación en los procesos 

ejecutivos por cobro de pagaré a la orden plantea interrogantes jurídicas debido a que esta 

modalidad de citación exige un acuerdo expreso sobre el domicilio electrónico dentro de 

un contrato, mientras que el pagaré constituye un título valor con características jurídicas 

propias. En este contexto, la investigación tuvo como objetivo analizar la aplicación de 

la citación mediante boleta en el domicilio electrónico, prevista en el artículo 55.1 del 

Código Orgánico General de Procesos y su incidencia en el derecho a la defensa dentro 

de los procesos ejecutivos por cobro de pagaré a la orden en el Ecuador. 

Metodológicamente, el estudio se desarrolló bajo un enfoque cualitativo, mediante una 

investigación jurídico-dogmática, documental y de derecho comparado. Para la obtención 

de la información se emplearon las técnicas de análisis documental, análisis 

jurisprudencial y análisis comparado. Los resultados evidenciaron que la aplicación de la 

citación mediante boleta en el domicilio electrónico se encuentra condicionada a la 

existencia de un acuerdo contractual expreso, mientras que el pagaré a la orden constituye 

un título valor autónomo, abstracto y literal, cuya eficacia jurídica no depende de una 

relación contractual previa. Se concluye que la aplicación de esta modalidad de citación 

requiere una interpretación sistemática del ordenamiento jurídico que armonice la 

transformación digital de la justicia con las garantías del debido proceso, la seguridad 

jurídica y el derecho a la defensa. 

 

Palabras clave: citación electrónica; derecho a la defensa; pagaré a la orden; debido 

proceso; transformación digital. 
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Abstract  

The incorporation of service of process via electronic address into the Ecuadorian legal 

system, following the reform introduced by article 55.1 of the general organic code of 

procedures, represents progress in the digital transformation of the administration of 

justice. However, its application in enforcement proceedings for the collection of 

promissory notes raises legal questions because this method of service requires an express 

agreement regarding the electronic address within a contract, while the promissory note 

itself constitutes a negotiable instrument with its own legal characteristics. In this context, 

this research aimed to analyze the application of service of process via electronic address, 

as provided for in article 55.1 of the General Organic Code of Procedures, and its impact 

on the right to defense in enforcement proceedings for the collection of promissory notes 

in Ecuador. Methodologically, the study was conducted using a qualitative approach, 

employing legal and dogmatic, documentary, jurisprudential analysis and comparative 

were used to obtain the information. The results showed that the application of service of 

process via electronic summons is contingent agreement, while a promissory note 

constitutes an autonomous, abstract and literal negotiable instrument whose legal validity 

does not depend on a prior contractual relationship. It is concluded that the application of 

this method of service requires a systematic interpretation of the legal system that 

harmonizes the digital transformation of justice whit the guarantees of due process, legal, 

certainty and the right to a defense. 

Keywords: electronic summons; right to a defense; promissory note payable to order;  

due process; digital transformation. 
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Introducción 

La modernización del sistema de justicia ecuatoriano ha incorporado progresivamente 

tecnologías de la información y la comunicación con el propósito de optimizar la gestión 

judicial, reducir los tiempos procesales y mejorar la eficiencia en la tramitación de causas. 

En este contexto, la Ley Orgánica para la Transformación Digital y Audiovisual 

(LOTDA, 2023) reformó el Código Orgánico General de Procesos (COGEP, 2015) y se 

incorporó el artículo 55.1 mediante el cual se introdujo la citación por boleta en el 

domicilio electrónico como una nueva modalidad de comunicación procesal. No obstante, 

la aplicación de esta reforma en los procesos ejecutivos por cobro de pagaré a la orden 

plantea interrogantes sobre su compatibilidad con el derecho a la defensa, lo que 

constituye el problema jurídico central que motiva la presente investigación. 

En este contexto la citación constituye el acto procesal mediante el cual se pone en 

conocimiento de la parte demandada la existencia o el inicio de una acción judicial en su 

contra, permitiéndole ejercer de manera oportuna su derecho a la defensa (Tandazo, 

2023). En consecuencia, representa una solemnidad esencial para el inicio del proceso y 

debe practicarse conforme a las formalidades previstas en la normativa vigente. 

Una citación valida y debidamente practicada guarda estrecha relación con la protección 

de las garantías del debido proceso reconocidas tanto en el ordenamiento jurídico nacional 

como en los instrumentos internacionales de derechos humanos (Páliz et al., 2024). En 

este contexto, el derecho a la defensa constituye una garantía fundamental que asegura a 

toda persona la posibilidad de conocer oportunamente las actuaciones judiciales y ejercer 

una participación efectiva dentro del proceso, en observancia de los principios que 

sustentan un juicio justo y la tutela judicial efectiva. 

En concordancia con este marco jurídico internacional, el artículo 76 de la Constitución 

de la Republica del Ecuador (2008) establece que toda persona tiene derecho a las 

garantías básicas del debido proceso en cualquier actuación judicial o administrativa. Por 

consiguiente, toda reforma relacionada con las modalidades de citación debe analizarse 

no solo desde una perspectiva de eficiencia procesal, sino también a la luz de su 

compatibilidad con el derecho a la defensa y los demás derechos fundamentales de las 

partes procesales. 
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La incorporación de la citación mediante boleta en el domicilio electrónico responde a la 

necesidad de adaptarse el sistema procesal ecuatoriano al proceso de transformación 

digital al creciente uso de medios electrónicos en las relaciones jurídicas y comerciales 

(Alban et al., 2025). No obstante, la aplicación de esta modalidad plantea interrogantes 

jurídicas en determinados procesos, especialmente en aquellos derivados del cobro de 

pagaré a la orden. Lo anterior obedece a que el pagaré a la orden constituye un título valor 

caracterizado por los principios de autonomía, abstracción y literalidad, de modo que su 

eficacia jurídica es independiente de la relación causal que pudo haber dado origen a su 

emisión.  

En consecuencia, no resulta jurídicamente válido presumir la existencia de un domicilio 

electrónico pactado, como ocurre ordinariamente en los contratos bilaterales, donde las 

partes expresan de manera directa su consentimiento sobre las condiciones de la relación 

jurídica. Desde esta perspectiva, la aplicación de la citación electrónica en procesos 

ejecutivos sustentables en pagarés a la orden genera dudas respecto del cumplimiento del 

requisito previsto en el artículo 55.1 COGEP (2015) que exige la existencia de un acuerdo 

expreso sobre el domicilio electrónico (Herrera & Ortiz, 2026). La circunstancia justifica 

analizar si la utilización de dicho mecanismo de citación resulta compatible con las 

garantías del derecho a la defensa en este tipo de procesos.   

Evidentemente la aplicación de la citación por boleta electrónica en juicios ejecutivos 

derivados del cobro de pagaré a la orden generaría riesgos de indefensión para la parte 

accionada en el caso que la citación se procediera a efectuar en direcciones electrónicas 

no pactadas expresamente o sin las debidas garantías de acceso efectivo a la información, 

lo cual incurriría en una violación flagrante a tratados e instrumentos internacionales de 

defensa de los derechos humanos que han determinado lineamientos de carácter 

obligatorio a todos los países firmantes sobre el respeto íntegro del derecho a la defensa 

de las personas, un caso en específico sería lo invocado en el Art. 8 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (OEA, 1969) donde se refiere que todas las personas 

deberán ser escuchadas dentro de un tiempo prudente por un juez competente y contar 

con las debidas garantías que el caso amerite (Thea, 2015).  

En esa misma línea la Constitución del Ecuador (2008) en su Art. 11 numeral 2 expone 

que todos los ciudadanos son considerados iguales y poseerán los mismos derechos, 
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deberes y oportunidades, en efecto lo descrito anteriormente nos explica acerca del 

principio de igualdad y lo que guarda pertinencia con el Art. 76 numeral 7 literales a, b y 

c de la norma suprema que propone que en todo procedimiento donde se hallen 

involucrados derechos y obligaciones deberá siempre resguardarse el debido proceso y lo 

cual se verificará en el correcto amparo al principio de defensa de todas las personas lo 

cual se entiende a no ser privado del mencionado derecho en ninguna etapa, poseer el 

tiempo y medios adecuados y sobre todo ser oído en todo momento en igualdad de 

oportunidades.  

Se plantea, por tanto, que la persistencia de la brecha digital en el Ecuador, sumada a una 

interpretación inadecuada de las disposiciones que regulan la citación electrónica, puede 

comprender la eficacia de este acto procesal y generar riesgos para la seguridad jurídica 

y el ejercicio efectivo del derecho a la defensa (Luna & Sánchez, 2025). La problemática 

adquiere especial relevancia cuando la implementación de herramientas tecnológicas no 

se acompaña de garantías que aseguren el acceso real de las partes a la información 

procesal y el respeto del debido proceso. De acuerdo con Sacoto y Cordero (2021) 

advierten que la transformación digital de la administración de justicia debe ir más allá 

de la incorporación de herramientas tecnológicas, pues exige condiciones normativas, 

institucionales y de acceso que permitan garantizar la tutela judicial efectiva y la igualdad 

procesal. 

En este sentido, la seguridad jurídica no depende únicamente de la existencia de normas 

que regulen la justicia digital, sino también de su correcta interpretación y aplicación por 

parte de los operadores de justicia. Desde esta perspectiva, la utilización de la citación 

electrónica debe armonizarse con las garantías constitucionales previstas en los artículos 

76 y 82 de la Constitución de la Republica del Ecuador (2008), de manera que la 

innovación tecnológica fortalezca el debido proceso y no se convierta en un factor que 

limite el ejercicio del derecho a la defensa. Asimismo, Alban et al., (2025) sobre la 

citación electrónica en el sistema judicial ecuatoriano sostiene que la modernización 

procesal debe implementarse con criterios que aseguren el conocimiento efectivo de la 

actuación judicial por parte del demandado, evitando situaciones de indefensión derivadas 

de una aplicación meramente formal de la norma. 
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Desde la perspectiva del derecho procesal contemporáneo, la citación mediante boleta en 

el domicilio electrónico constituye un mecanismo orientado a fortalecer la modernización 

y eficiencia de la administración de justicia (Bravo et al.,2025). No obstante, su aplicación 

debe sujetarse estrictamente a los requisitos previstos por el ordenamiento jurídico, pues 

una utilización que no garantice el conocimiento efectivo de la demanda por parte del 

demandado puede vulnerar el derecho a la defensa, comprometer el debido proceso y dar 

lugar a la nulidad de las actuaciones procesales (Álvarez et al., 2023). En este sentido, la 

doctrina sostiene que la incorporación de herramientas tecnológicas al proceso judicial 

solo resulta legítima cuando su implementación preserva las garantías procesales y evita 

situaciones de indefensión derivadas de una aplicación meramente formal de la citación 

electrónica. 

Asimismo, la presente investigación se justifica por la necesidad de analizar la aplicación 

de la citación mediante boleta en el domicilio electrónico dentro de los procesos 

ejecutivos de cobro de pagaré a la orden, debido a las particularidades jurídicas que 

caracterizan a este título valor y a las implicaciones que su utilización puede generar para 

el ejercicio del derecho a la defensa y la seguridad jurídica (Herrera, 2023). El estudio 

resulta pertinente porque una interpretación inadecuada del artículo 55.1 del COGEP 

podría afectar el equilibrio procesal entre acreedor y deudor, comprometiendo las 

garantías propias del debido proceso.  

Desde el punto de vista científico, esta investigación busca aportar al análisis de un vacío 

doctrinario y normativo relacionado con la aplicación de la citación electrónica en los 

procesos ejecutivos sustentados en pagarés a la orden. Si bien la doctrina nacional ha 

desarrollado ampliamente la relación entre la citación electrónica y el derecho a la 

defensa, aun es limitada la discusión respecto de su procedencia cuando la obligación 

proviene de un título valor que por el principio de autonomía, abstracción y literalidad 

que lo caracterizan, no permite presumir la existencia de un domicilio electrónico 

pactado, como si ocurre en las relaciones contractuales bilaterales. En consecuencia, el 

estudio pretende contribuir a la interpretación del artículo 55.1 del COGEP desde una 

perspectiva que armonice la modernización de la justicia con la protección efectiva de las 

garantías procesales. 
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Objetivo general 

Analizar la aplicación de la citación mediante boleta en el domicilio electrónico, prevista 

en el artículo 55.1 del Código Orgánico General de Procesos y su incidencia en el derecho 

a la defensa dentro de los procesos ejecutivos por cobro de pagaré a la orden en el 

Ecuador. 

Objetivos específicos 

1. Examinar el marco jurídico que regula la citación mediante boleta en el domicilio 

electrónico en el Ecuador.  

2. Analizar la naturaleza jurídica del pagaré a la orden y su incidencia en la 

aplicación de la citación electrónica.  

3. Comparar la regulación ecuatoriana y colombiana sobre la citación electrónica en 

los procesos ejecutivos. 

 

Material y métodos 

La presente investigación se desarrolló desde una perspectiva jurídico-dogmática, bajo 

un enfoque cualitativo ya que se orientó al estudio e interpretación sistemática del 

ordenamiento jurídico aplicable al problema de investigación. El enfoque metodológico 

permite analizar el contenido, alcance e interrelación de las normas jurídicas, la doctrina 

y la jurisprudencia, con el propósito de interpretar las instituciones jurídicas y valorar su 

aplicación frente a un caso concreto (Bernasconi, 2020). En el presente estudio, la 

perspectiva jurídico-dogmática se aplicó al análisis de la regulación de la citación 

mediante boleta en el domicilio electrónico y su incidencia en el derecho a la defensa 

dentro de los procesos ejecutivos por cobro de pagaré la orden, a fin de determinar la 

compatibilidad de la reforma introducida por el artículo 55.1 del Código Orgánico 

General de Procesos con las garantías constitucionales del debido proceso. 

Para ello, se examinan fuentes normativas nacionales e internacionales, doctrina 

especializada y jurisprudencia constitucional, por constituir los principales referentes 
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jurídicos para el análisis del problema planteado. En el ámbito nacional, se estudiaron las 

disposiciones que regulan la citación electrónica, el procedimiento ejecutivo, los títulos 

valores y las garantías constitucionales del debido proceso y el derecho a la defensa. En 

el ámbito internacional, se analizaron los instrumentos de protección de los derechos 

humanos que establecen estándares sobre tutela judicial efectiva, debido proceso y 

derecho a la defensa. De manera complementaria, la revisión de la doctrina y la 

jurisprudencia permitió identificar los criterios interpretativos desarrollados respecto a la 

aplicación de la citación electrónica y su incidencia en las garantías procesales, 

fortaleciendo el análisis jurídico del objeto de estudio. 

Para la obtención de la información se empleó, el análisis documental, técnica que permite 

examinar e interpretar de manera sistemática fuentes normativas, doctrinarias y 

documentales relacionadas con un fenómeno jurídico (Guanoluisa et al., 2023). Su 

aplicación comprendió el estudio de normativas nacionales relacionadas al tema de 

investigación, así como de instrumentos internacionales de derechos humanos y doctrina 

especializada, con el propósito de establecer el marco jurídico y conceptual aplicable a la 

citación electrónica, el debido proceso y el derecho a la defensa. 

De igual manera, se aplicó la técnica de análisis jurisprudencial, entendida como el 

examen sistemático de las decisiones emitidas por los órganos jurisdiccionales con el 

propósito de identificar los criterios interpretativos desarrollados sobre un determinado 

problema jurídico (Ñaupas et al., 2023). En el presente estudio, esta técnica permitió 

analizar los precedentes emitidos por la Corte Constitucional del Ecuador relacionados 

con el debido proceso, el derecho a la defensa, la seguridad jurídica y la validez de las 

actuaciones procesales, por constituir parámetros constitucionales indispensables para 

interpretar la aplicación de la citación mediante boleta en el domicilio electrónico prevista 

en el artículo 55.1 del Código Orgánico General de Procesos. 

En este contexto, se examinó la Sentencia No. 1158-17-EP/21, en la que la Corte 

Constitucional del Ecuador (CCE, 2021) desarrolló los parámetros que integran la 

garantía de la motivación como elemento esencial del debido proceso, criterio relevante 

para valorar la constitucionalidad de las actuaciones judiciales. Asimismo, se analizó la 

Sentencia No. 1880-14-EP/20, mediante la cual la Corte Constitucional del Ecuador 

(CCE, 2020) estudió la vulneración del derecho a la defensa originada por una citación 
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practicada por la prensa dentro de un proceso judicial, precisando la necesidad de observar 

estrictamente las garantías procesales. De igual manera, se consideró la Sentencia No. 

581-17-EP/21, en la que la Corte Constitucional del Ecuador (CCE, 2021) examinó una 

alegación de vulneración del derecho a la defensa por presunta falta de citación con la 

demanda, desarrollando criterios sobre la importancia de verificar el cumplimiento de las 

formalidades legales en los actos de comunicación procesal. 

Igualmente, se incorporó la Sentencia No. 2791-17-EP/23, en la cual la Corte 

Constitucional del Ecuador (CCE, 2023; Asamblea Nacional del Ecuador, 2023; 

Asamblea Nacional del Ecuador, 2023) estableció criterios relacionados con la 

procedencia excepcional de la citación por la prensa y la obligación del juzgador de 

comprobar previamente la imposibilidad de determinar el domicilio de la persona 

demandada. Asimismo, se examinó la Sentencia No. 2029-21-EP, en la que la Corte 

Constitucional del Ecuador (CCE, 2021) reiteró criterios constitucionales vinculados con 

la garantía de motivación, el debido proceso y la seguridad jurídica. Finalmente, se 

analizó la Sentencia No. 190-22-EP/25, mediante la cual la Corte Constitucional del 

Ecuador (CCE, 2025) reafirmó que el incumplimiento de las formalidades previstas para 

la citación puede afectar el ejercicio efectivo del derecho a la defensa y comprometer la 

validez de las actuaciones procesales. 

La selección de estas decisiones respondió a su relación directa con el objeto de 

investigación, puesto que desarrollan criterios jurisprudenciales sobre el debido proceso, 

el derecho a la defensa, la seguridad jurídica, la motivación de las decisiones judiciales y 

la eficacia de los actos de comunicación procesal. En conjunto, estos precedentes 

constituyeron el sustento jurisprudencial para interpretar el alcance constitucional de la 

citación mediante boleta en el domicilio electrónico y valorar su aplicación dentro de los 

procesos ejecutivos por cobro de pagaré a la orden. 

Finalmente, se aplicó el análisis comparado, mediante el contraste entre la regulación 

ecuatoriana y la legislación colombiana, particularmente la Ley 2213 de 2022, 

seleccionada por haber incorporado de forma anticipada mecanismos de citación y 

notificación electrónica en los procesos judiciales (Garcés, 2026). La comparación 

permitió identificar semejanzas, diferencias y criterios de aplicación útiles para valorar el 
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alcance del artículo 55.1 del Código Orgánico General de Procesos y su compatibilidad 

con las garantías del derecho a la defensa. 

 

Resultados 

Análisis del marco normativo nacional e internacional  

En el marco normativo constituye el conjunto de disposiciones jurídicas que regulan una 

institución y establecen los parámetros para su aplicación e interpretación dentro del 

ordenamiento jurídico (Solano, 2025). En la presente investigación, el análisis normativo 

permitió identificar las normas nacionales e internacionales que regulan la citación 

mediante boleta en el domicilio electrónico y las garantías procesales relacionadas con el 

debido proceso, el derecho a la defensa y la seguridad jurídica. 

Con el propósito de examinar el régimen jurídico aplicable al objeto de estudio, se 

analizaron las principales normas nacionales y los instrumentos internacionales de 

protección de los derechos humanos que regulan la materia. Los resultados obtenidos se 

sintetizan en la tabla 1. 

Tabla 1 

Normativa nacional identificada durante el análisis jurídico 

A. Normativa nacional 

Instrumento jurídico Ámbito de 

regulación 

Resultado identificado 

Constitución de la 

República del Ecuador 

Derecho 

constitucional 

Reconoce el debido proceso, el derecho 

a la defensa y la seguridad jurídica como 

garantías aplicables a toda actuación 

judicial. 
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Código Orgánico 

General de Procesos 

(COGEP) 

Derecho 

procesal 

Regula la citación judicial y la citación 

mediante boleta en el domicilio 

electrónico, estableciendo los requisitos 

para su procedencia. 

Código de Comercio Derecho 

mercantil 

Regula el pagaré a la orden como título 

valor y los efectos jurídicos derivados 

de su emisión y circulación. 

Ley de Mercado de 

Valores 

Derecho 

mercantil 

Complementa el régimen jurídico de los 

títulos valores y su eficacia dentro del 

tráfico jurídico. 

Código Civil Derecho civil Establece las reglas generales sobre 

contratos, obligaciones y autonomía de 

la voluntad relevantes para el análisis 

del domicilio electrónico pactado. 

Ley Orgánica para la 

Transformación Digital 

y Audiovisual 

Transformación 

digital 

Introduce la reforma que incorpora la 

citación mediante boleta en el domicilio 

electrónico al COGEP, promoviendo la 

digitalización de la administración de 

justicia. 

Ley de Comercio 

Electrónico, Firmas 

Electrónicas y Mensajes 

de Datos 

Comercio 

electrónico 

Regula la validez jurídica de los 

mensajes de datos, las firmas 

electrónicas y las comunicaciones 

electrónicas. 

B. Normativa internacional 
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Instrumento internacional Ámbito de 

regulación 

Resultado identificado 

Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos 

Derechos 

humanos 

Reconoce el derecho al debido 

proceso y las garantías judiciales 

mínimas que deben observar los 

Estados. 

Convención Americana sobre 

Derechos Humanos 

Derechos 

humanos 

Establece el derecho a las garantías 

judiciales, la protección judicial y el 

ejercicio efectivo del derecho a la 

defensa. 

Declaración Universal de 

Derechos Humanos 

Derechos 

humanos 

Reconoce el derecho de toda persona 

a ser oída por un tribunal 

independiente e imparcial y a un 

juicio justo. 

Declaración Americana de los 

Derechos y Deberes del 

Hombre 

Derechos 

humanos 

Garantiza el acceso a la justicia y el 

respeto al debido proceso como 

derechos fundamentales. 

Convenio Europeo para la 

Protección de los Derechos 

Humanos y de las Libertades 

Fundamentales 

Derechos 

humanos 

Desarrolla estándares sobre el 

derecho a un proceso equitativo y la 

tutela judicial efectiva. 

Carta Africana sobre Derechos 

Humanos y de los Pueblos 

(Carta de Banjul) 

Derechos 

humanos 

Reconoce el derecho al debido 

proceso y al acceso a recursos 
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judiciales efectivos para la protección 

de los derechos fundamentales. 

Nota. Elaboración propia a partir del análisis de la normativa nacional e internacional 

aplicable al objeto de estudio. 

Del análisis de la normativa nacional se identificó que el ordenamiento jurídico 

ecuatoriano regula la citación mediante boleta en el domicilio electrónico a través del 

Código Orgánico General del Procesos (COGEP, 2015), complementado por normas de 

carácter constitucional, civil, mercantil y de transformación digital que delimitan el 

procedimiento de citación, la naturaleza jurídica del pagaré a la orden y la validez de las 

comunicaciones electrónicas.  

En el ámbito internacional, se constató que los instrumentos de protección de los derechos 

humanos incorporan estándares comunes relacionados con el debido proceso, la tutela 

judicial efectiva y el derecho a la defensa, los cuales constituyen parámetros para la 

interpretación de las normas procesales nacionales y orientan la aplicación de las 

garantías procesales en el desarrollo de las actuaciones judiciales. 

Análisis del artículo 55.1 del Código Orgánico General de Procesos 

El artículo 55.1 del Código Orgánico General de Procesos (COGEP, 2015) regula la 

citación mediante boleta en el domicilio electrónico como una modalidad de 

comunicación procesal incorporada al ordenamiento jurídico ecuatoriano mediante la Ley 

Orgánica para la Transformación Digital y Audiovisual (2023). De tal manera, esta 

disposición establece los presupuestos jurídicos para la utilización de medios electrónicos 

en la práctica de la citación, con la finalidad de fortalecer la modernización y eficiencia 

de la administración de justicia. 

Con el propósito de examinar el marco jurídico que regula esta modalidad de citación, se 

realizó un análisis del contenido del artículo 55.1 del COGEP, identificándose los 

principales elementos normativos que determinan su ámbito de aplicación. Los resultados 

obtenidos se presentan en la tabla 1. 
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Tabla 1 

Elementos normativos identificados en el artículo 55.1 del Código Orgánico General de 

Procesos 

Elemento analizado Resultado identificado 

Modalidad de citación Boleta en el domicilio electrónico. 

Sujetos comprendidos Personas naturales y personas jurídicas. 

Requisito para su 

aplicación 

Existencia de un acuerdo expreso en un contrato respecto 

al domicilio electrónico. 

Medio utilizado Dirección de correo electrónico previamente pactada por 

las partes. 

Finalidad de la 

disposición 

Incorporar mecanismos electrónicos para agilizar la 

comunicación procesal. 

Nota. Elaboración propia con base en el artículo 55.1 del Código Orgánico General de 

Procesos (2023)  

Del análisis efectuado se identificó que el artículo 55.1 del COGEP regulo la citación 

mediante boleta en el domicilio electrónico como una modalidad de comunicación 

procesal aplicable a personas naturales y jurídicas (Solís, 2023). Asimismo, se observó 

que la procedencia de esta forma de citación quedó condicionada a la existencia de un 

acuerdo expreso celebrado entre las partes dentro de un contrato, mediante el cual se 

hubiera establecido previamente un domicilio electrónico para recibir citaciones 

judiciales. Además, se constató que la finalidad de la disposición consistió en incorporar 

mecanismos electrónicos que constituyeran a optimizar la comunicación procesal dentro 

de la administración de justicia. 
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Análisis del pagaré a la orden 

El pagaré a la orden constituye un título valor que incorpora una promesa incondicional 

de pago asumida por el suscriptor a favor del beneficiario. Su regulación se encuentra 

prevista en la normativa mercantil ecuatoriana y se caracteriza por conferir al tenedor 

legítimo el derecho de exigir el cumplimiento de la obligación contenida en el documento 

(Azuero et al., 2018). Desde el punto de vista jurídico, el pagaré se distingue por los 

principios de autonomía, abstracción y literalidad, los cuales determinan el alcance de los 

derechos y obligaciones que se derivan del título valor. 

Con el propósito de examinar la naturaleza jurídica del pagaré a la orden y su relación 

con la aplicación de la citación mediante boleta en el domicilio electrónico, se realizó un 

análisis de la normativa nacional y de la doctrina especializada (Ramírez et al., 2015). 

Los principales resultados obtenidos se presentan en la tabla 2. 

Tabla 2 

Características jurídicas identificadas del pagaré a la orden 

Característica analizada Resultado identificado 

Naturaleza jurídica Título valor. 

Fuente de la obligación Promesa unilateral de pago incorporada en el título valor. 

Principio de autonomía Reconocido; cada obligación contenida en el título es 

independiente de la relación que le dio origen. 

Principio de abstracción Reconocido; la eficacia del título no depende del negocio 

jurídico subyacente. 

Principio de literalidad Reconocido; los derechos y obligaciones se determinan 

exclusivamente por el contenido del título. 
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Acuerdo contractual 

para su emisión 

No constituye un requisito para su existencia ni para su 

eficacia jurídica. 

Finalidad Facilitar la circulación del crédito y servir como título 

ejecutivo para exigir el cumplimiento de la obligación. 

Nota. Elaboración propia a partir del análisis de la normativa mercantil ecuatoriana y 

la doctrina especializada. 

Del análisis normativo y doctrinal se identificó que el pagaré a la orden constituye un 

título valor dotado de autonomía, abstracción y literalidad, principios que delimitan su 

naturaleza jurídica y el alcance de las obligaciones que incorpora. Asimismo, se evidenció 

que su emisión no requiere la existencia de un contrato que establezca expresamente un 

domicilio electrónico entre las partes, sino que la obligación se encuentra contenida en el 

propio título valor (Echeverría, 2023). De igual manera, se constató que el pagaré 

constituye un título ejecutivo que habilita al acreedor para exigir judicialmente el 

cumplimiento de la obligación conforme a la normativa mercantil vigente. 

Análisis jurisprudencial  

La jurisprudencia constitucional constituye una fuente de interpretación del ordenamiento 

jurídico que permite precisar el alcance de los derechos y garantías reconocidos en la 

Constitución. En el ámbito procesal, las decisiones de la Corte Constitucional del Ecuador 

desarrollan criterios vinculados con el debido proceso, el derecho a la defensa y la 

seguridad jurídica, los cuales orientan la aplicación de las normas procesales y sirven de 

parámetro para el control de constitucionalidad de las actuaciones judiciales (Blacio, 

2022). 

Con el propósito de identificar los criterios jurisprudenciales aplicables a la citación 

mediante boleta en el domicilio electrónico, se analizaron las principales sentencias de la 

Corte Constitucional relacionadas con el derecho a la defensa, el debido proceso y la 

seguridad jurídica. Los resultados obtenidos se sintetizan en la Tabla 3. 

Tabla 3 

Criterios identificados en la jurisprudencia constitucional ecuatoriana 
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Sentencia Criterio jurisprudencial identificado 

Sentencia No. 

1158-17-EP/21 

Desarrolla la garantía de la motivación como elemento esencial del 

debido proceso y requisito para la validez de las decisiones 

judiciales. 

Sentencia No. 

1880-14-EP/20 

Establece que la citación practicada sin observar los presupuestos 

legales vulnera el derecho a la defensa y el debido proceso. 

Sentencia No. 

581-17-EP/21 

Determina que la falta de citación o el incumplimiento de las 

formalidades legales en los actos de comunicación procesal afectan 

el ejercicio efectivo del derecho a la defensa. 

Sentencia No. 

2791-17-EP/23 

Precisa que la citación por la prensa constituye un mecanismo 

excepcional y exige verificar previamente la imposibilidad de 

determinar el domicilio de la persona demandada. 

Sentencia No. 

2029-21-EP 

Reafirma que la motivación, el debido proceso y la seguridad 

jurídica constituyen garantías indispensables para la validez de las 

actuaciones judiciales. 

Sentencia No. 

190-22-EP/25 

Reitera que el incumplimiento de los requisitos legales para la 

citación puede vulnerar el derecho a la defensa y comprometer la 

validez de las actuaciones procesales. 

Nota. Elaboración propia a partir del análisis de las sentencias de la Corte 

Constitucional del Ecuador. 

Del análisis jurisprudencial se identificó que la Corte Constitucional del Ecuador ha 

desarrollado criterios reiterados sobre la importancia de la citación como presupuesto para 

el ejercicio del derecho a la defensa, el debido proceso y la seguridad jurídica. Asimismo, 

se constató que las decisiones analizadas reconocieron la necesidad de que las actuaciones 

procesales garanticen el conocimiento oportuno de las actuaciones judiciales y el respeto 

de las garantías constitucionales durante el desarrollo del proceso. 
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Resultado del análisis del derecho comparado 

El derecho comparado constituye una herramienta metodológica que permite contrastar 

diferentes ordenamientos jurídicos con el propósito de identificar semejanzas, diferencias 

y criterios normativos aplicables a un mismo problema jurídico (Herrera, 2023). En la 

presente investigación, esta técnica se utilizó para comparar la regulación de la citación 

mediante boleta en el domicilio electrónico prevista en el artículo 55.1 del Código 

Orgánico General de Procesos del Ecuador con la regulación establecida en la ley 2213 

(Congreso de la República de Colombia, 2022), debido a que este ordenamiento incorporó 

mecanismos específicos para la práctica de actuaciones judiciales mediante medios 

electrónicos. 

Con el propósito de identificar los principales elementos diferenciadores entre ambos 

sistemas jurídicos, se analizaron las disposiciones normativas relacionadas con la 

comunicación procesal electrónica. Los resultados obtenidos se presentan en la Tabla 4. 

Tabla 4 

Comparación normativa sobre la citación electrónica entre Ecuador y Colombia 

Elemento 

analizado 

Ecuador Colombia 

Base normativa Artículo 55.1 del Código 

Orgánico General de 

Procesos 

Ley 2213 de 2022 

Modalidad de 

comunicación 

Citación mediante boleta 

en el domicilio electrónico 

Notificaciones y actuaciones 

judiciales mediante medios 

electrónicos 

Requisito para 

su procedencia 

Acuerdo expreso sobre el 

domicilio electrónico 

dentro de un contrato 

Utilización de los canales 

electrónicos registrados por las 

partes conforme a la normativa 

procesal 
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Medio empleado Domicilio electrónico 

previamente pactado 

Dirección electrónica registrada o 

suministrada para efectos judiciales 

Finalidad Incorporar la citación 

electrónica como 

mecanismo de 

comunicación procesal 

Garantizar la continuidad, eficiencia 

y acceso a la administración de 

justicia mediante el uso de 

tecnologías de la información 

Nota. Elaboración propia a partir del análisis del artículo 55.1 del Código Orgánico 

General de Procesos del Ecuador y la Ley 2213 de 2022 de Colombia.  

Del análisis comparado se identificó que tanto la legislación ecuatoriana como la 

colombiana incorporaron mecanismos de comunicación procesal mediante medios 

electrónicos con el propósito de modernizar la administración de justicia. Asimismo, se 

evidencio que la regulación ecuatoriana condiciono la procedencia de la citación 

electrónica a la existencia de un acuerdo expreso sobre el domicilio electrónico dentro de 

un contrato, mientras que la legislación colombiana reguló las actuaciones y 

notificaciones electrónicas mediante criterios relacionados con el uso de canales 

electrónicos registrados para efectos procesales. 

 

Discusión 

Marco jurídico de la citación mediante boleta en el domicilio electrónico 

Los resultados obtenidos evidenciaron que el artículo 55.1 del Código Orgánico General 

de Procesos incorporó la citación mediante boleta en el domicilio electrónico como una 

modalidad de comunicación procesal condicionada a la existencia de un acuerdo expreso 

entre las partes dentro de un contrato. Asimismo, el análisis del marco normativo permitió 

establecer que esta reforma se orientó a fortalecer la trasformación digital de la 

administración de justicia mediante la incorporación de medios electrónicos en los actos 

procesales. 

Estos hallazgos coincidieron con lo señalado por (Dueñas et al., 2025) quienes sostienen 

que la digitalización del sistema judicial constituye un mecanismo para optimizar la 
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eficiencia procesal, siempre que garantice el conocimiento efectivo de las actuaciones 

judiciales. De igual manera, (Bravo et al.,2025) afirmaron que la incorporación de 

herramientas tecnológicas debe armonizarse con las garantías del debido proceso y el 

derecho a la defensa, evitando que el uso de medios electrónicos se limite al cumplimiento 

formal de las actuaciones procesales.  

Desde esta perspectiva, los resultados permitieron advertir que la finalidad del artículo 

55.1 del COGEP no consistió únicamente en incorporar una nueva modalidad de citación, 

sino en establecer condiciones jurídicas para su utilización. En consecuencia, la 

aplicación de esta disposición debe interpretarse de forma sistemática con las garantías 

constitucionales del debido proceso, la seguridad jurídica y el derecho a la defesa, aspecto 

que adquiere especial relevancia cuando se analiza su aplicación en los procesos 

ejecutivos por cobro de pagaré a la orden. 

La naturaleza jurídica del pagaré a la orden  

Los resultados obtenidos permitieron identificar que el pagaré a la orden constituye un 

título valor dotado de autonomía, abstracción y literalidad, cuya eficacia jurídica no 

depende de la existencia de un contrato entre las partes. Las características evidenciaron 

que la obligación incorporada en el titulo nace del propio documento cambiario y no de 

un acuerdo contractual previo, aspecto que resulta determinante para el análisis de la 

citación mediante boleta en el domicilio electrónico.  

Por lo cual el resultado coincidió con los expuestos por Luna y Sánchez (2025) quienes 

sostuvieron que la autonomía y abstracción de los títulos valores les confiere 

independencia respecto del negocio jurídico que puede dar origen a la obligación. De 

igual manera, Herrera y Ortiz (2026) señaló que el pagaré constituye una fuente autónoma 

de obligaciones, por lo que su eficiencia no se encuentra condicionada a la existencia de 

un contrato que regule la relación entre acreedor y deudor.  

Desde esta perspectiva, los resultados permitieron advertir que la naturaleza jurídica del 

pagaré presenta características distintas a las de los contratos civiles o mercantiles. En 

consecuencia, exigir como presupuesto para la citación electrónica la existencia de un 

acuerdo contractual sobre el domicilio electrónico plantea un escenario que merece una 

interpretación jurídica cuidadosa cuando el proceso ejecutivo se fundamenta 
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exclusivamente en un pagaré a la orden. Este aspecto constituye uno de los principales 

puntos de análisis de la presente investigación y permite comprender la necesidad de 

interpretar la normativa procesal en armonía con la naturaleza de los títulos valores.  

El análisis jurisprudencial  

Los resultados obtenidos evidenciaron que la Corte Constitucional del Ecuador ha 

consolidado una línea jurisprudencial orientada a garantizar que la citación constituya un 

mecanismo efectivo para el ejercicio del derecho a la defensa. En este sentido, la 

Sentencia No. 1880-14-EP/20 precisó que la utilización de modalidades excepcionales de 

citación exige el cumplimiento estricto de los presupuestos legales, pues una actuación 

deficiente puede afectar el conocimiento efectivo del proceso por parte de la persona 

demandada. De igual forma, las Sentencias Nos. 2791-17-EP/23 y 190-22-EP/25 

reiteraron que el juzgador debe verificar previamente la imposibilidad real de localizar al 

demandado antes de acudir a mecanismos extraordinarios de citación, con el propósito de 

salvaguardar el debido proceso y el derecho a la defensa. 

Los hallazgos coincidieron con lo expuesto por Vilema (2024) quien sostuvo que la 

finalidad de la citación trasciende el cumplimiento de una formalidad procesal, pues 

constituye el mecanismo mediante el cual se garantiza la participación efectiva de la 

persona demandada dentro del proceso.  De igual manera, Reyes (2025) afirmó que la 

incorporación de medios electrónicos en la administración de justicia debe interpretarse 

conforme a los principios constitucionales del debido proceso, asegurando que la 

innovación tecnológica no reduzca las garantías procesales recomendadas por el 

ordenamiento jurídico.  

Desde esta perspectiva, los resultados permitieron advertir que la jurisprudencia 

constitucional ha privilegiado una interpretación garantista de la citación, centrada en la 

protección del derecho a la defensa antes que en el cumplimiento meramente formal del 

acto procesal. En consecuencia, los criterios desarrollados por la Corte Constitucional 

constituyen un referente relevante para interpretar el alcance del artículo 55.1 del Código 

Orgánico General de Procesos y valorar su aplicación dentro de los procesos ejecutivos 

por cobro de pagare a la orden.  
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El análisis comparado entre la legislación ecuatoriana y colombiana  

Los resultados de análisis comparado evidenciaron que tanto la legislación ecuatoriana 

como la colombiana incorporaron mecanismos de comunicación procesal mediante 

medios electrónicos como parte del proceso de la transformación digital de la 

administración de justicia. No obstante, se identificó que ambos ordenamientos 

establecieron requisitos distintos para su aplicación, especialmente en relación a la 

utilización del domicilio electrónico y las condiciones para la práctica de las 

notificaciones y/o citaciones judiciales.  

Estos hallazgos coincidieron con lo señalado por Lascano (2024) quien sostuvo que la 

incorporación de tecnologías digitales al proceso judicial debe responder a las 

necesidades propias de cada sistema jurídico, sin perder de vista las garantías procesales 

que protegen a las partes. En el mismo sentido, Dueñas et al., (2025) manifestaron que el 

derecho comparado constituye una herramienta útil para identificar buenas prácticas 

legislativas y fortalecer la interpretación de las normas nacionales, siempre que se 

consideren las particularidades de cada ordenamiento jurídico.   

Desde esta perspectiva, la comparación realizada permitió advertir que, aunque Ecuador 

y Colombia persiguieron un objetivo común orientado a modernizar la administración de 

justicia mediante el uso de medios electrónicos, la regulación colombiana desarrolló 

mecanismos procesales más específicos para la utilización de canales digitales dentro del 

proceso judicial. De esta manera, el resultado permitió identificar criterios comparativos 

que pueden contribuir al análisis de la aplicación del artículo 55.1 del Código Orgánico 

General de Procesos, particularmente en aquellos procesos donde la naturaleza jurídica 

de la obligación exige una interpretación diferenciada de las normas procesales.  

 

Conclusiones  

El análisis del marco jurídico permite concluir que la regulación de la citación mediante 

boleta en el domicilio electrónico en el Ecuador se sustenta en un conjunto de normas 

nacionales e instrumentos internacionales que reconocen el debido proceso, el derecho a 

la defensa y la seguridad jurídica como garantías esenciales de toda actuación judicial. 
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Asimismo, el artículo 55.1 del Código Orgánico General de Procesos incorpora esta 

normalidad de citación como parte del proceso de transformación digital de la 

administración de justicia, establecido como requisito para su procedencia la existencia 

de un acuerdo expreso sobre el domicilio electrónico dentro de un contrato, lo que 

delimita el ámbito de aplicación de esta figura jurídica.  

El estudio determina que el pagare a la orden constituye un título valor característico por 

los principios de autonomía, abstracción y literalidad, cuya eficiencia jurídica no depende 

de una relación contractual previa. En consecuencia, la naturaleza jurídica de este 

instrumento mercantil difiere de los contratos civiles o mercantiles, por lo que la 

aplicación de la citación mediante boleta en el domicilio electrónico requiere una 

interpretación sistemática que considere las particularidades de los títulos valores y 

garantice la protección del derecho a la defensa dentro de los procesos ejecutivos.  

El análisis comparado y jurisprudencial evidencia que tanto el ordenamiento jurídico 

ecuatoriano con el colombiano incorpora mecanismos de comunicación procesal 

mediante medios electrónicos con la finalidad de fortalecer la eficiencia de la 

administración de justicia; sin embargo, ambos sistemas establecen requisitos distintos 

para su aplicación. Asimismo, la línea jurisprudencial desarrollada por la Corte 

Constitucional del Ecuador evidencia que la validez de los actos de citación no depende 

únicamente del cumplimiento formal de las disposiciones legales, sino también de la 

protección efectiva del derecho a la defensa, el debido proceso y la seguridad jurídica, 

criterios que orientan la interpretación del artículo 55.1 del Código Orgánico General de 

Procesos. 

Finalmente, la investigación permite identificar la necesidad de profundizar el estudio de 

la citación electrónica en otros procesos judiciales donde intervengan títulos valores u 

obligaciones no derivadas de contratos, así como evaluar los efectos prácticos de la 

aplicación del artículo 55.1 del Código Orgánico General de Procesos a partir de 

decisiones judiciales y evidencia empírica. Los aspectos constituyen una oportunidad para 

futuras investigaciones orientadas a fortalecer la armonización entre la transformación 

digital de la justicia y la protección efectiva de las garantías procesales. 
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Recomendaciones 

Considerando con base en los resultados obtenidos, se recomienda fortalecer los procesos 

de capacitación continúa dirigidos a jueces, servidores judiciales, abogados en libre 

ejercicio, docentes y estudiantes de Derecho sobre la aplicación de la citación mediante 

boleta en el domicilio electrónico, con énfasis en los presupuestos establecidos en el 

artículo 55.1 del Código Orgánico General de Procesos y en las garantías constitucionales 

del debido proceso y el derecho a la defensa. Una adecuada actualización jurídica 

contribuirá a una aplicación más uniforme de esta figura procesal y a una mayor seguridad 

jurídica. 

Se recomienda que los operadores de justicia, al aplicar la citación mediante boleta en el 

domicilio electrónico, realicen una interpretación sistemática del ordenamiento jurídico, 

considerando la naturaleza jurídica del título ejecutivo que sustenta la acción y los 

criterios desarrollados por la Corte Constitucional respecto al debido proceso y al derecho 

a la defensa, pues esta práctica favorece decisiones más coherentes con los principios 

constitucionales que rigen las actividades jurisdiccionales. 

Finalmente, se recomienda que futuras investigaciones profundicen el estudio de la 

citación electrónica en otros procesos judiciales y respecto de diferentes títulos valores, 

incorporando análisis jurisprudenciales más amplios y estudios empíricos sobre sus 

aplicaciones prácticas en los órganos jurisdiccionales. Ello permitirá ampliar el 

conocimiento sobre los efetos de la transformación digital en la administración de la 

justicia y contribuir al desarrollo de propuestas orientadas al fortalecimiento de las 

garantías procesales.    
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